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Acta N° 10-2010

SESIÓN COMISIÓN DE GÉNERO

(11 de octubre 2010)

Se inicia a las nueve horas del once de octubre de dos mil diez, con la asistencia de la Magistrada Zarela Villanueva Monge, Magistrada Anabelle León Feoli,  Magistrado Fernando Cruz Castro,  la Magistrada Suplente María Alexandra Bogantes Rodríguez, y las señoras, Adriana Orocú Chavarría, Alba Solano Chacón, Olga Fallas Ulloa, Eugenia Salazar Elizondo, Godelieve López Salas, Marielos Gamboa, Yadira Fonseca Jiménez y Jeannette Arias Meza; ausente con justificación la señora Sara Castillo Vargas. 
Artículo I. Acciones de Coordinación conjunta con la Comisión de Género del Ministerio Público. 
La Licda. Eugenia Salazar hace de conocimiento de la Comisión de Género del Poder Judicial, que en el mes mayo de 2009, mediante resolución No. 153-2009 de la Fiscalía General, se conformó la Comisión de Género del Ministerio Público, la cual se encuentra integrada por la Licda. Mayela Pérez, Lic. Rodrigo Villegas, Lic. Róger Mata, Sra. Daysi Arias y Licda. Eugenia Salazar. Señala que esta Comisión tiene como propósito implementar acciones para la aplicación de la Política de Equidad de Género en el Ministerio Público.

Acuerdo: La Comisión expresa la importancia de la creación de esta Comisión, que está enmarcada dentro de la Política de Equidad de Género institucional, específicamente en cuanto a la necesidad de conformar una red de Comités de Género en el Poder Judicial, que coadyuven a la implementación de acciones que permitan ir cerrando la brecha de género, tanto en el eje de servicios externos, como en el eje interno de la estructura del Poder Judicial, en todos sus ámbitos. Así mismo, es importante, ejecutar acciones conjuntas de coordinación. 

Artículo II. Red de Unidades Técnicas de Género de Instituciones Públicas.

La Licda. Jeannette Arias informa que a principios de este mes de octubre, se generó una iniciativa por parte de varias coordinadoras de Unidades Técnicas de Género de instituciones públicas, para que se creará una “Red de Unidades Técnicas de Género”, siendo que la primera reunión fue convocada por la Unidad Técnica de Género del Tribunal Supremo de Elecciones. 
La idea es generar un espacio que permita una retroalimentación entre las diferentes Unidades, que se compartan experiencias, se generen espacios de capacitación y fortalecimiento de dichas Unidades. También se discutió la importancia de lograr concretar el apoyo del Instituto Nacional de las Mujeres a dicha red,  de conformidad con el Decreto Ejecutivo No. 34729, artículo 7, que establece la existencia de las Unidades Técnicas de Género (UTG´s) y con los objetivos planteados por la Política Nacional de Igualdad y Equidad de Género (PIEG), promovida por el INAMU (Se adjunta a la presente el Decreto Ejecutivo y la PIEG). 

Acuerdo: Se reconoce la importancia de la consolidación de este esfuerzo en razón del impacto a nivel nacional, que podría generar. En cuanto a los procesos de retroalimentación, la Secretaría Técnica de Género del Poder Judicial, podrá compartir los materiales y procesos recorridos, siempre y cuando se realice en el marco de Convenios con las diferentes instituciones, de manera que se respeten y queden constando los derechos de autor correspondientes. 

Artículo III: Proyectos de ley, de posible interés para la Comisión y la Secretaría, en razón de los derechos que tutelan.

De conformidad con el acuerdo tomado en el Artículo III del Acta No. 9 del 16 de Agosto de 2010, mediante el cual se asignó el estudio de diversos proyectos de Ley a diferentes integrantes de la Comisión, se procede a la escuchar la exposición sobre los mismos:

a. Proyecto sobre Mecanismos electrónicos de Seguimiento en Materia Penal (Se adjunta Proyecto).
Se trata del proyecto de reforma al artículo 66 del Código Penal, expediente No. 17.665, presentado por iniciativa del Ministerio de Justicia. A continuación se transcribe literalmente la exposición de motivos:

“La complejidad de las relaciones sociales modernas lleva a un inevitable y vertiginoso incremento de la criminalidad, lo que conlleva a un acelerado funcionamiento del Sistema Penal, cuyos operadores, en cualquiera de sus niveles, se enfrentan cada día a más casos que demandan su atención. 
El sector penitenciario, último eslabón del Sistema Penal, es el receptor de este aumento, con tasas de ingresos más altas y permanencia en prisión durante más tiempo.1 A manera de ejemplo, conviene señalar que durante el año 2009 el ingreso en centros penitenciarios se incrementó en aproximadamente un trescientos por ciento (300%) de su promedio histórico en los últimos años, que era de un cuatro punto cinco por ciento (4.5%) anual. A la par de esto, son pocas las alternativas eficaces frente a la prisión preventiva, así como para la adopción de medidas cautelares en protección de las víctimas de delitos y víctimas de agresiones domésticas. En estos casos, la sola orden de restricción y la firma quincenal ante un despacho judicial han demostrado no ser opciones suficientes y eficaces. De esta manera, la realidad que vive nuestro Sistema Penitenciario con índices de sobrepoblación crecientes, la ausencia de instrumentos efectivos de protección a las víctimas y la falta de alternativas a la prisión preventiva nos obliga a pensar en formas de control alternativas, con aplicación de los avances tecnológicos, de manera tal que se reduzca la cantidad de personas que ingresan o permanecen en nuestras cárceles. 
Uno de los instrumentos alternativos que ha mostrado mayor éxito en donde se ha implementado (como Portugal, España, Argentina y Estados Unidos de América) es el uso de pulseras o brazaletes electrónicos. Este mecanismo permite comprobar de manera permanente la localización de la persona que lo usa, lo que constituye una ayuda de enorme importancia para dar un mejor seguimiento a aquellas medidas que restringen la movilización de personas, aun cuando estas permanezcan en libertad. De esta manera, el presente proyecto de ley pretende establecer la autorización para usar tales dispositivos en el Sistema Penal costarricense, y darle así un nuevo instrumento al juzgador al momento de decretar medidas cautelares u otorgar una libertad condicional. 
La idea es que el juez pueda ordenar, cuando las circunstancias así lo recomienden, que una persona permanezca en arresto domiciliario con monitoreo electrónico; o bien, que aun cuando esté en libertad, tenga un área de circulación restringida (por ejemplo, para evitar que se acerque a la víctima) lo que también sería monitoreado electrónicamente, como una alternativa al dictado de una prisión preventiva o la condición necesaria para el otorgamiento de una libertad condicional. 
No poco se ha discutido acerca del carácter estigmatizante del uso de los dispositivos electrónicos conocidos como pulseras o brazaletes electrónicos (Larrauri, 1992). Hoy día es claro que la utilización de tales dispositivos puede pasar inadvertida para la mayoría de la población, lo que sin duda alguna reduce la estigmatización que originaban las primeras versiones que se implementaron. 
Como se trata de un dispositivo adherido al cuerpo de la persona (de una manera semejante a un brazalete de reloj) que sufre una medida cautelar o que ha sido condenada, se considera esencial que esta otorgue consentimiento informado sobre su uso. De ahí que en este proyecto se establezca la necesidad de que se informe acerca de cuáles son las implicaciones de uso y de alteración o violación de las pulseras electrónicas. 
A su vez, este consentimiento sustentado en una información clara y precisa, son la base esencial para exigir responsabilidad y exactitud en el cumplimiento de esta medida. Es decir, a mayor grado de información y consentimiento, mayor grado de responsabilidad en su aplicación. 
Por todo lo anterior, solicitamos la aprobación de los señores diputados y de las señoras diputadas del presente proyecto de ley.”
b. Proyecto de Ley para reformar la Ley de Psicotrópicos, con el objetivo de visibilizar las circunstancias particulares de las mujeres privadas de libertad y víctimas de violencia intrafamiliar.  (Se adjunta Proyecto) 

Este proyecto propone una reforma al artículo  77 inciso b) de la ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo. Este proyecto de ley fue elaborado por la fiscala del Ministerio Público Licda.  Floribeth Rodríguez Picado. 

A continuación, se transcribe la motivación del proyecto, en la cual se aborda la situación particular de las mujeres privadas de libertad, en nuestro país. 

“El delito de introducción de drogas a un centro penal  en Costa Rica tiene rostro de mujer de acuerdo con lo observado en los estrados judiciales de la provincia de Alajuela.

El incremento en el número de mujeres reclusas en los centros penales del país está estrechamente relacionado con la comisión del delito de introducción de drogas a los centros penales; el tratamiento a esta problemática es complejo, y lo es más aún, cuando en esa situación se ve involucrado uno de los pilares de la sociedad costarricense, como lo es la mujer madre, muchas veces jefa de hogar, y por tanto la familia entera de la reclusa. 
El fenómeno de la delincuencia femenina había encontrado respuestas  en la biología, psicología y psiquiatría; pero en los últimos años se ha  reconocido que es un  problema más amplio y su explicación incluye áreas sociales, económicas y, además, también desde la perspectiva de género, y esta situación se pone de manifiesto en las características de la mayoría de las mujeres que han cometido este delito, como los son: el ser madres jefas de hogar  (que, en solitario, deben adjudicarse el sostén económico de su familia, lo que se convierte en un total reto cuando no se cuenta con la capacitación necesaria para la inserción en el mercado de trabajo, en un nivel que les permita solventar sus necesidades y las de su familia), con una cantidad de hijos que generalmente oscila entre dos y cuatro menores de edad; de baja escolaridad, amas de casa o trabajo mal remunerado (sin dejar de lado el de ama de casa; que es trabajo duro e intenso pero social y económicamente no reconocido, con toda la carga que esto implica), de clase social media baja, sin  antecedentes penales; que, en su gran mayoría, cometen el delito por necesidad económica de subsistencia; o, bajo amenazas; y, muchas otras veces en el cumplimiento de un rol asignado socialmente, siguiendo así con el estereotipo de género, que incluye determinadas conductas, valores y actitudes que son asignadas a las mujeres en razón de su sexo, y que son asumidas de forma natural, tales como las ligadas con la reproducción biológica, sea: parir y criar a las hijas e hijos, (incluso en Costa Rica es común escuchar que para que una mujer se realice como tal debe convertirse en madre)  o con el mantenimiento diario de la fuerza de trabajo lo que implica  la preparación de alimentos, recoger el  agua y leña, limpieza de la vivienda y mantenimiento de sus condiciones de habitabilidad, abastecimiento, cuidado y atención emocional a los miembros de la familia, personas menores de edad, personas adultas mayores, personas con capacidades especiales  y personas enfermas y a la vez son las encargadas  de la  reproducción del orden social  lo que significa la socialización de hijas e hijos, mantenimiento de las redes familiares y de apoyo mutuo, transmisión de activos culturales, actividades cruciales para la supervivencia de las personas  en particular y las sociedades en general.    
De ahí la importancia  de conocer aspectos socio-económicos y culturales de la fémina que delinque en este tipo de delito, y valorar, si es la pena privativa de libertad para ellas  y para el estado un mal necesario, o si por el contrario,  debe de visibilizarse  la necesidad  de un reforma legal que, sin despenalizar la conducta, disminuya los extremos de la pena  de prisión por imponer, de manera tal que la condenada pueda  acceder al ejercicio de ejecución condicional de la pena, y pensar incluso en la posibilidad de aplicación  de penas alternativas diferentes a la reclusión  en un centro penal, que también vengan a ofrecerle a la condenada los fines de resocialización,  reeducación y rehabilitación que, en tesis de  principio, son los fines teóricos de la prisión; tales penas alternativas podrían ser la obligación de iniciar y/o finalizar los estudios; someterse a un  programa terapéutico; o, mantener un trabajo fijo, entre otras alternativas; proyecto que debería ser financiado en su totalidad por el Gobierno, lo que se convertiría para estas mujeres en un herramienta útil  para  su desenvolvimiento social, permitiéndole a ellas y sus familias vivir en una forma digna y justa como un derecho humano, para de esta forma  insertarlas a la población económicamente activa en condiciones favorables y equitativas.
Es conocido que la pobreza afecta y golpea más a las mujeres que a los hombres; según estudios se ha determinado que 4 de cada 7 personas que viven en situación de pobreza en el mundo, son mujeres. Las causas de la pobreza femenina tienen, por tanto, un claro sesgo de género y se producen por la posición de las mujeres en la sociedad y esto podría explicarse de la forma siguiente: 1) la división sexual del trabajo; y, 2) el papel preponderante de la mujer en la reproducción biológica de la sociedad; ya que la cultura tiende a visualizar a las mujeres como las únicas responsables de dicho proceso, dejando de lado la necesaria compatibilidad maternidad - paternidad para estos efectos, y a ello se deber agregar la carencia de oportunidades que enfrentan las mujeres para acceder a los recursos, lo que las ubica en una situación de mayor vulnerabilidad para caer y permanecer en la pobreza; se ha de considerar además, que existen factores incidentes en la creciente pobreza de las mujeres, entre los que se pueden mencionar: la falta de independencia económica; limitaciones para acceder  a las oportunidades educativas, laborales y de trabajo; lo que aumenta su vulnerabilidad a ser violentadas, manipuladas, utilizadas y por ende propensas a delinquir en este tipo de delitos para cubrir las necesidades de los demás; y en Costa Rica, tal realidad no nos es ajena, y por ende  no escapamos a esta realidad.
“Según datos elaborados por la Unidad de Investigación del INAMU con base en información de MIDEPLAN, durante 1999, el total de hogares con jefatura femenina en Costa Rica fue 164.000, de los cuales 48.000 (29.26%) vivían en condiciones de pobreza, de éstos, 18.700 (38,95%) experimentaban pobreza extrema y 29.900 (60,41%) no satisfacían sus necesidades básicas. 
Durante el año 2000, 164.400 hogares tenían jefatura femenina, de éstos, 46.900 vivían en condiciones de pobreza, un total de 16.700 vivían en pobreza extrema y 30.200 no tenían satisfechas sus necesidades básicas. 
Según el Octavo Informe del Estado de la Nación, los aspectos más significativos en las brechas de equidad de la afectación de la pobreza tienen que ver con que en los años 2000 y 2001, el porcentaje de mujeres jefas de hogar pobres aumentó significativamente. Mientras que en el 2000 representó un 31.4%, en el 2001 pasó a ser un 32.1%. Este aumento se dio tanto en la zona urbana, donde estos hogares aumentaron de 37,6% en el 2000 a 38,6% en el 2001, como en la zona rural pasando del 25,3% al 26,0% respectivamente. 
Datos estadísticos del Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS) evidencian que en el país, las mujeres con jefatura femenina que se encuentran en pobreza extrema son 45.637 y en pobreza básica 20,108, para un total de 65,745. 
Un dato alarmante en esta misma línea, es que la tasa de hogares con jefatura femenina que vivían en condiciones de pobreza en 1999 era de 33%, superando la tasa nacional (23,1 %) de hogares encabezados por una mujer. En 2000 pasó a un 30%, con respecto al 22% de la tasa nacional. 
Se observa que para el año 2003, la pobreza disminuye 2.1 puntos porcentuales pasando de un 20,6% en el año 2002 a un 18,5% en el año 2003. Para el 2002 del total de hogares pobres (173,200), el 29,9 % es encabezado por una mujer , mientras que en el 2003 pese a que los hogares disminuyen en número absoluto (168,659),el porcentaje encabezados por mujeres pobres aumenta al 32,5%. Como se puede observar; disminuye la cantidad de hogares pobres y aumenta el porcentaje de hogares jefeados por mujeres en condiciones de pobreza. 
Un fenómeno similar ocurre cuando se analizan las categorías de "pobreza extrema" y aquella llamada "necesidades básicas insatisfechas". En el primer caso, para el año 2002, los hogares en extrema pobreza jefeados por una mujer representan el 34,5%, cifra que aumenta en el 2003 a 36,2%.En cuanto a las necesidades básicas insatisfechas, en el 2002 representan un 28,1%, en el 2003 aumenta a un 31,1%. 
En el 2004, tenemos un total de hogares jefeados por mujeres pobres y en extrema pobreza de 69,332, lo que representa un 33,6% de hogares pobres y un 37,9 % de hogares en extrema pobreza. De los hogares pobres, el 40,1 % son urbanos y un 26,5% son rurales. De los hogares en extrema pobreza, el 52,8% están ubicados en la zona urbana y el 26,7% en la zona rural. (datos tomados de la Unidad de Investigación del INAMU con base en datos de la EHPM. INEC, 2004) 
Según el Informe 10 del Estado de la Nación, Costa Rica logró reducir el porcentaje de hogares vulnerables al caer en la pobreza. Del 15.7% en 1990 a 11.5% en el 2003. Sin embargo, durante esta década hubo un fuerte aumento del porcentaje de hogares pobres con jefaturas femeninas, que pasó de un 23,4 % a un 32.5% en el 2003, incremento que se produjo tanto en las áreas urbanas como en las rurales, pero especialmente en las urbanas donde el porcentaje llegó a 40,3% en el 2003, esto significa que dos de cada 5 hogares pobres en Costa Rica tienen como jefe a una mujer.” 
Conociendo los datos anteriores respecto del incremento de los hogares jefeados por mujeres y la feminización de la pobreza, el traslado de los efectos adversos de la pena privativa de libertad a la familia de la condenada,  es uno de los factores que vienen a justificar el análisis urgente  del cambio en la legislación vigente; aunado ello a las condiciones de vulnerabilidad y desigualdad de las mujeres en razón de su sexo. La  prisión es violencia institucional y, para esta situación en particular, producirá más problemas de los que pretende solucionar; especialmente cuando la encarcelación de la mujer, contribuya y/o sea la causa de dejar completamente desprotegida una población tan vulnerable como lo es la niñez y la adolescencia; esto, tomando en consideración los roles asignados a las mujeres por razón de género, como las ligadas con la reproducción biológica, sea: parir y criar a las hijas e hijos, (incluso en Costa Rica es común escuchar que, para que una mujer se realice como tal, debe convertirse en madre) o con el mantenimiento diario de la fuerza de trabajo, lo que implica la preparación de alimentos, recoger el agua y leña, limpieza de la vivienda y mantenimiento de sus condiciones de habitabilidad, abastecimiento, cuido y atención emocional a los miembros de la familia, personas menores de edad, personas adultas mayores, personas con capacidades especiales  y personas enfermas; y, a la vez, son las encargadas  de la  reproducción del orden social,  lo que significa la socialización de hijas e hijos, mantenimiento de las redes familiares y de apoyo mutuo, transmisión de activos culturales. Estas actividades son cruciales para la supervivencia de las personas  en particular y de las sociedades en general. 
Esta propuesta  para la modificación de la sanción por imponer por la comisión de dicho ilícito no es antojadiza,  va más allá de  una idea sin fundamento,  deriva de una problemática real: en su mayoría son las mujeres quienes introducen drogas a los centros penales, lo que  su vez las ha convertido en privadas de libertad; esto significa que existe un grupo específico como sujeto activo de dicho delito, un sector vulnerable que históricamente se ha desarrollado en condiciones de desigualdad y pobreza;  ahora, partiendo de esta premisa, se debe de verificar si la sanción por imponer cumple con su función legítimamente impuesta por los instrumentos internacionales y nacionales que protegen los derechos de este sector de la sociedad,  al cual, por esa condición, el Estado debe procurar la provisión de las herramientas necesarias para evitar ser socialmente compelido a cometer la infracción, y, a su vez, proveer los recursos para que salga de la problemática de desventaja producida por la  carencia de recursos, lo que propicia que aún sin ser delincuentes, las llevó  a cometer dicho delito. 

Desigualdad y vulnerabilidad por razones de género que fueran analizadas, en el año dos mil cuatro en el voto 03441 de la Sala Constitucional, ante la consulta legislativa facultativa sobre disposiciones normativas en el caso específico del proyecto de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres; consulta en la cual se consideró que la creación de esta ley podría violentar el Principio de Igualdad. Pronunciándose dicha cámara constitucional en contra de esa objeción, al determinar que una legislación en dicha materia no atenta contra el principio de igualdad. Ese mismo presupuesto puede ser utilizado  para justificar y aprobar la modificación propuesta. Así, establece la Constitución Política en su artículo 33 que: “Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana”.
La reforma legal propuesta es más plausible aún, cuando se considera que el Estado costarricense no ha hecho lo suficiente para cumplir con los compromisos adquiridos al aprobar instrumentos internacionales protectores de derechos fundamentales, concretamente la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, aprobada por la Ley No.6968 de 2 de octubre de 1984 y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, aprobada por la Ley No.7499 de 2 de mayo de 1995. En el marco de los cuales nuestro Estado censura la discriminación contra la mujer y la reconoce como una gravísima situación de desventaja generalizada y arraigada en la estructura cultural. 
Para una explicación puntual de la motivación que me impulsa a la decisión de plantear este proyecto, hago referencia  a un evento cuya ocurrencia no se puede enmarcar dentro de lo excepcional, sino por el contrario, con algunas variantes de las circunstancias, pero con parecido dramatismo, se reproduce comúnmente en el quehacer diario de nuestros  tribunales: a inicios del año 2009, durante una disponibilidad de fin de semana en la Fiscalía de Alajuela, del Centro Penal la Reforma trasladaron, hasta el Ministerio Público, en calidad de detenida, a  una mujer bastante joven, cuyo rostro reflejaba haber sido víctima de una cruel golpiza; mientras era indagada su blusa se impregnaba de leche materna, con su rostro lleno  de lágrimas, reflejando gran angustia, pedía que le dejasen hacer una llamada telefónica a una vecina, con quien dejó a sus dos hijas, una de quince días de nacida y la otra de tres años de edad, mientras narraba, como ese día en su rancho no había nada para comer y no tenía dinero ni nadie que pudiera ayudarla;  su hija, de tres años, lloraba por hambre, mientras ella permanecía aún convaleciente por el parto, pese su condición, decidió ir hasta una pulpería cercana de donde trata de hurtar una caja de leche; el pulpero la observó y la detuvo en la entrada, la golpeó atrozmente (lo cual era totalmente visible) mientras ella suplicaba que por favor la dejara llevarse la leche porque su hija sufría de hambre; esta situación que fue observada y escuchada por unos hombres que permanecían fuera del local; la esperaron y le propusieron que le darían veinte mil colones si los acompañaba al centro penal  la Reforma  lugar donde tendría que introducir una droga, que el hacer esto no era complicado y que nada le pasaría; pero, como suele suceder con quien no es persona acostumbrada a delinquir, al ingresar al centro penal su nerviosismo la delató, y su situación se convirtió en un nuevo expediente para la Fiscalía de Alajuela tramitado por un delito cuyo extremo menor de la pena menor es de ocho años de prisión. 
Esa serie de denominadores comunes en las mujeres que  introducen drogas en los centros penales, siendo analizados de manera objetiva, vendrían  a permitir visualizar que esas penas de prisión, tanto la máxima de veinte años como la  mínima de ocho, colisionan frontalmente y causan grave daño a la realidad en que vive  este sector vulnerable de la población; y, olvidó el legislador que instauró esa penas, con la imposición de sanciones privativas de la libertad tan altas no resolverá este tipo de delincuencia, y por el contrario, se agravarán los problemas sociales que enfrentaran las mujeres y los menores miembros de su grupo familiar, empujando a la féminas que queden al mando de las familiar de las condenadas, a transitar por un camino igual o similar al que llevó a la jefa del hogar a perder su libertad, estableciéndose un círculo vicioso del que difícilmente podrán salir.  
Varios aspectos, aunque no todos puesto que la situación es muy compleja y amplia, se han  tomado en consideración para este análisis; ellos son: la edad de la condenada; el tiempo de reclusión; el número de hijos e hijas que dependían económicamente de ellas; estudios realizados; salario percibido; estado civil; quién o quiénes quedaron a cargo de sus hijos e hijas; qué problemas familiares les ha ocasionado el permanecer en prisión; las razones por las cuales cometió el ilícito; si tenían o no juzgamientos anteriores; y si, además de sus hijos, de ellas dependían económicamente otras personas. 
Para conocer esta información se analizaron los datos previos, proporcionados por las mujeres al momento de ser detenidas e indagadas en la Fiscalía de Alajuela,  por la posible comisión del delito de Introducción de Drogas a un Centro Penal, los cuales están contenidos en ciento cuarenta y tres expedientes tramitados en ese despacho desde el año dos mil cinco hasta el dos mil ocho; así como los resultados  de las entrevistas realizadas, en el año dos mil nueve, a sesenta y cinco mujeres condenadas  por este ilícito, la cuales se encontraban descontado penas privativas de libertad que oscilaban entre los cinco años y cuatro meses, hasta los ocho años de prisión, en el  Centro Penal El Buen Pastor ubicado en  la Provincia de San José.
Se considera de vital importancia hacer notar  que,  de  sesenta y cinco mujeres entrevistadas que cometieron este delito y que se encuentran privadas de libertad en el citado centro, sesenta de ellas, o sea un noventa y dos por ciento, no tenía juzgamientos anteriores; mientras que solo cinco (un ocho por ciento) sí había sido condenada por otro delito; este dato refuerza la tesis de que las mujeres que cometieron esta delincuencia no son personas que se hayan dedicado a delinquir, y afinca la posición de que son otras circunstancias las que conducen a esta población a cometer ese delito, entre las que se pueden mencionar aspectos, familiares, educativos y socioeconómicos.

El siguiente gráfico, tomado del estudio hecho, ilustra la posición de que, en una gran mayoría, son mujeres las que cometen este tipo de delitos; y que de ellas, la mayoría son primarias, sea personas que cometen por primera vez un delito. En lo que respecta a la edad de las mujeres que han cometido el delito de introducción de drogas a un centro penal  se cuenta con  dos informaciones, la primera fue obtenida de los expedientes estudiados y la segunda de  las entrevistas realizadas  a las privadas de libertad. En términos generales se puede observar que, las mujeres que introducen drogas a los centros penales, en su mayoría tienen edades que oscilan entre los dieciocho y los cuarenta años (más del 80%), lo que sugiere que se encuentran en la edad reproductiva; y, principalmente en la edad productiva, lo que se relaciona con el rol de jefas de hogar que socialmente se les asigna. 
 
En cuanto al tiempo que  las mujeres condenadas por el delito de introducción de drogas a un centro penal han permanecido en prisión, se va a relacionar este periodo con los problemas que, esta circunstancia, les ha ocasionado con sus hijos e hijas  menores  de edad. 

De las sesenta y cinco mujeres entrevistadas que fueron condenadas por la comisión del delito de introducción de drogas a un centro penal,  y que se  encuentran descontando dicha pena  en el Buen Pastor, el cuarenta por ciento, sea 26  de ellas, tienen menos de un año de estar en prisión; un cuarenta y ocho por ciento, lo que equivale a treinta y una mujeres, han permanecido más de un año y menos de tres encarceladas, doce por ciento, o sea ocho de ellas, tienen tres años o más años de estar en prisión. 
El veinte por ciento de estas mujeres tienen un hijo o hija menor de edad, el veintisiete por ciento tienen dos hijos o hijas menores de edad, el veintiocho por ciento tienen tres hijos o hijas menores de edad, el once por ciento tienen cuatro hijos o hijas menores de edad  y el catorce por ciento no tienen hijos  o hijas menores de edad, lo que indica que el ochenta y seis por ciento de las privadas de libertad entrevistadas son madres de menores de edad. Si se analizan estos periodos (aún cortos de reclusión en relación con el resto de la condena que les resta por  descontar) y se comparan con los problemas que han enfrentado estas mujeres a nivel social y familiar con sus hijos e hijas menores de edad, es evidente que el futuro de las  familias y la sociedad está en juego, más aún cuando al  ochenta y ocho por ciento de estas mujeres todavía les falta por descontar  entre  dos  a cinco años de prisión.
Cuando se le consultó a las privadas de libertad  que tipo de dificultades habían tenido con sus hijos e hijas menores de edad motivados por su estado de reclusión,  un  diecinueve por ciento respondió que  sus hijos e hijas debieron abandonar los estudios por imposibilidad de sufragar los gastos; un veintiuno por ciento respondió que ellos y ellas debieron salir a buscar trabajo para llevar sostén al hogar; un diecinueve por ciento refirió que ellos y ellas desarrollaron un comportamiento rebelde a falta de la dirección de una figura de autoridad; un nueve por ciento respondió que cayeron en el flagelo de la drogadicción; un seis por ciento indicó que sus hijos e hijas tuvieron problemas con la justicia;  y, un veintiuno por ciento, determinó que han tenido otra clase de problemas con su progenie menor de edad. Se puede ver entonces, como en este corto tiempo, en el sesenta y cinco de los hogares de las reclusas se han desarrollado problemas mayores debido a la falta de la jefa de familia.
¿Qué indica esta información? Nada más y nada menos que al imponer una pena tan alta de prisión a estas mujeres, el futuro de sus hijos e hijas  menores de edad  es nefasto; niños y niñas que pierden las posibilidades de surgir económicamente, porque deben abandonar sus estudios para trabajar sin ningún tipo de capacitación ni experiencia, por un salario ínfimo con el que a duras penas solventarían sus necesidades inmediatas, esto cuando el trabajo que se obtenga  sea lícito, porque es bien sabido que existen redes de delincuentes que buscan personas menores  de edad  en riesgo social, para reclutarlas  como parte de su planilla de “trabajo”, donde no se requiere experiencia ni requisitos, y la paga, como es conocido, muchas veces es superior a la que se obtendría al desempeñar cualquier otra labor lícita; y, si a este factor se le une el hecho de  que estas personas menores de edad han desarrollado un comportamiento rebelde, han caído en el destructor vicio de la drogadicción, efectivamente se estaría dando a esta  subcultura delincuencial, el caldo de cultivo para la evolución y mantenimiento  de sus organizaciones criminales, donde estas personas, ya de por sí vulnerables, podrían tener un papel de sujetos activos en una gran gama de delitos contra la vida o la propiedad; o, de víctimas, en la explotación sexual comercial. 
No se debe dejar de lado otro aspecto, como lo es el hecho de que las mujeres en el desempeño de su rol, también deben  de hacerse responsables  tanto emocional como económicamente de otras personas pertenecientes y no pertenecientes a su círculo familiar, como lo son adultos y adultas mayores, personas enfermas, o con capacidades especiales. Es así como, de acuerdo con la información obtenida, el setenta por ciento de las privadas de libertad estudiadas, mientras estaban en libertad, se hacían cargo de alguna otra persona,  además de sus hijos e hijas menores, quienes al igual que estas últimas, quedaron de En lo que respecta al estado civil de las 65 mujeres condenadas por el delito de introducción de drogas a un centro penal, los datos más destacados son: que el 44% de ellas son solteras, el 26% son casadas, y el 23% vive en unión libre; pero lo más interesante de este resultado, se da al contrastar este dato con el del número de personas e instituciones que quedaron a cargo de los hijos e hijas menores de edad al momento en que sus madres debieron ser ingresadas al centro penal,  ya que a pesar de que un 49% de estas mujeres tienen esposo o conviviente, en su mayoría, no fueron estos sujetos quienes asumieron ese rol (por la  igualdad de obligaciones que debe regir  dentro de un matrimonio, una relación de unión de hecho,  o  simplemente el hecho de ser  padre) sino fueron otras personas las que toman ese encargo, visibilizando como, por cuestiones de género, el rol asignado socialmente a las, mujeres es diferente que el de los hombres, en relación con sus hijos e hijas  menores de edad; es así como,  a pesar de que 32 de las 65 mujeres entrevistadas mantenían una relación de pareja, solamente 10 de los hombres que conforman ese grupo, se responsabilizaron del cuido de sus hijos e hijas menores de edad,  como se podrá ver en los dos gráficos siguientes.   

Al preguntarle a las privadas de libertad las razones por las que cometieron el ilícito, el sesenta y siete por ciento respondió que fue por necesidad económica; el veinte por ciento que lo hizo por amenazas; el cinco por ciento para realizar algún favor; y, un ocho por ciento señaló por otras diversas razones. Ahora, si se habla  de la existencia de una necesidad económica, se deben de analizar además dos factores adicionales: el primero lo es la baja escolaridad de estas mujeres, que propicia el segundo factor, que lo constituye el bajo salario percibido por éstas mientras estaban en libertad; de esta forma se tiene que un ocho por ciento de las entrevistadas no tenían ninguna escolaridad; un treinta y cinco por ciento inició sus estudios primarios y no los finalizó; un treinta y dos por ciento finalizó  la primaria;  un veinte por ciento  no finalizó sus estudios secundarios; un tres por ciento  terminó la secundaria;  y solo un dos por ciento realizó algún estudio universitario. Y, aparejada a la escolaridad, al revisar los salarios percibidos por estas mujeres antes de convertirse en privadas de libertad, se tiene que el treinta y seis por ciento no recibía salario alguno; el treinta y tres por ciento ganaba menos de cincuenta mil colones mensuales; el veinte por ciento recibía más de cincuenta mil colones y menos de cien mil colones mensuales;  y  un once por ciento ganaba más de cien mil pero  menos de trescientos mil colones mensuales.

Se  ha hecho referencia  a algunas de las  razones por las que se consideró que las mujeres cometían el delito de introducción de drogas a un centro penal, todas estrechamente relacionadas con particularidades propias  del rol que desempeñan en razón de su sexo; veamos: tres de las sesenta y cinco mujeres entrevistadas delinquió por hacer un favor; esto por cuanto existe un mandato que se inicia desde los cimientos de la construcción de  su identidad genérica, a partir de la ubicación social de éstas  dentro de la cultura patriarcal, donde  se inculca la idea en el inconsciente personal y colectivo, que resulta consecuente con el rol de mujer, el que éstas deban estar al servicio de las personas: “ser para otros” y “ser de los otros”, lo que  implica que todas las acciones de las mujeres deben giran en torno a ayudar a los demás, sin importar el interés personal y las consecuencias adversas que estas acciones puedan acarrear. Dentro de esta identidad femenina, uno de los principales ejes es el de la maternidad, el cual se traduce en función de ayudar a los otros, de sacrificarse por los otros, de cuidar a los otros, y de consolar a los otros.
Trece de las mujeres que fueron la base del estudio, cometieron el delito  indicado por amenazas, como reflejo de su condición genérica, que responde al conjunto de circunstancias, cualidades y características esenciales que definen al hombre o a la mujer como seres sociales y culturales, y que pone a la mujer en posición de desigualdad y vulnerabilidad, lo que la hace propensa a enfrentar violencia que puede ser intrafamiliar, o de terceras personas que ostentan una posición de superioridad ante ellas. Dichosamente para muchas mujeres que enfrentaron un proceso penal en estas condiciones, tanto la Sala Tercera como los diferentes Tribunales de Casación Penal en Costa Rica, han interiorizado esta realidad de desigualdad y vulnerabilidad, confirmando absolutorias cuando se  ha logrado, a nivel probatorio, la existencia de las amenazas, o reenviando  los expedientes, cuando se ha condenado sin hacer un análisis de la existencia de alguna causa de justificación, como lo sería, por ejemplo, un estado de necesidad del que habla el artículo 27 del Código Penal;  o, cuando se elimina la culpabilidad, de acuerdo con el artículo 38 de ese mismo cuerpo legal, el cual hace referencia a la coacción o amenaza.     
Por otra parte, cuarenta y cuatro de las sesenta y cinco mujeres entrevistadas indicó haber cometido el delito  por necesidad económica, lo que es fácil de entender cuando se tiene claro el rol de cuido y responsabilidad de éstas para con sus hijos e hijas, y hasta con otras personas; y si además, a esto se agregan otras realidades como: baja escolaridad y pobres salarios. Así, tenemos que en este grupo de mujeres, salvo una muestra bajísima, (dos con algunos estudios universitarios y una con estudio secundario completo) las restantes sesenta y dos presentan grados académico, bajos, muy bajos, o del todo nulos, lo que en definitiva les da un ínfima oportunidad de competir en el campo laboral, traducido esto, a su vez, en muy bajos ingresos  económicos.  
El tipo penal de Introducción de Drogas a un Centro Penal, contenido en el  artículo 58 en relación con el numeral 77 inciso b) de la "Ley Sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso No Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo”, y su Reglamento, tiene  pena privativa de libertad que oscila entre ocho y veinte años; pena que no permite la aplicación de ninguna medida alternativa de las establecidas en el Código Procesal Penal; siendo que, la única opción posible, es la aceptación de la aplicación del proceso abreviado,  lo que implicaría, necesariamente, el enfrentar  una pena de prisión mínima de cinco años y cuatro meses; y, en caso de someterse a un juicio oral y público, el mínimo de la pena por imponer sería de ocho años de prisión, lo que a todas luces es excesivo y desproporcionado, si se analiza que esa misma pena de prisión se ha impuesto a condenados por el delito de Tráfico internacional, Venta y/o Distribución de Droga, o Legitimación de Capitales; quienes con este lucrativo negocio, y a pesar de haber sido condenados, tienen su futuro y el de su familia garantizados a nivel económico, ello por las grandes ganancias  que han obtenido antes de ser descubiertos cometiendo el ilícito, lo que no sucede con estas mujeres cuyo actuar, en la mayoría de los casos, no les genera ganancia alguna; y, en los eventos en que obtienen algún tipo de remuneración, la cual generalmente es ínfima, es porque existe una fuerte necesidad económica estrechamente relacionada con la supervivencia suya y de las personas que conforman su grupo familiar, generalmente niños y niñas menores, o adultos y adultas mayores que de aquella dependen para su subsistencia. 
No se piensa sin embargo, que este tipo penal deba desaparecer y por consiguiente despenalizar la acción de estas personas; existe conciencia de la importancia de darle protección efectiva al bien jurídico tutelado, en este caso la Salud Pública; se sabe también de las implicaciones nocivas que conlleva la distribución  de droga dentro de los centros penales; pero se opina que, si se pondera el daño ocasionado con la comisión del delito de Introducción de Drogas a un Centro Penal,  que es un delito de peligro abstracto y que por ende no requiere su consumación para que se tenga por cometido, lo que implicaría que en los casos (que son la gran mayoría) en los que la mujer es detectada con droga en la misma puerta de ingreso al centro penal, el bien jurídico tutelado no habría sido realmente vulnerado, y no habría razón para que esa expectativa de vulneración sea sancionada  de forma tan  severa. 
Se considera necesario, para resolver la cuestión de un manera realmente justa, hacer una valoración de las implicaciones que contiene el real traslado de la pena privativa de libertad, a la familia de la condenada; así como también se debe hacer ponderación, del daño social presente y futuro, ante  el cumplimiento de una condena de prisión tan alta, y las graves consecuencias negativas que ello implica, según las características de vulnerabilidad  del grupo familiar de las condenadas, en el que sus hijos e hijas, en el mejor de los casos,  pasarían al cuido de algún familiar, o en el peor de los casos, pasarían a formar parte de alguna de las instituciones encargadas de  proteger a esta población, mismas que, algunas veces, por cuestiones de cargas de trabajo, bajo presupuesto, falta de personal y/o espacio físico entre otras, no responden de manera inmediata y con óptima adecuación a lo que las circunstancias requieren,  fomentando muchas veces, dentro de sus instalaciones, el desarrollo de futuros delincuentes; o, fuera de estas, la  evolución de un semillero  inigualable para que sea aprovechado por  la delincuencia organizada  y no organizada que pulula en cada rincón  de nuestra sociedad, es aquí donde resulta importante hacer una  valoración en relación con el daño social futuro y presente que el cumplimiento de la condena de prisión  implica, especialmente por las características de vulnerabilidad  del grupo familiar de las condenadas, con resultados en muchos casos irreversibles: deserción escolar, rebeldía,   personas menores de edad  creciendo institucionalizadas dentro del mismo centro penal o algún otro sitio, explotadas de múltiples formas, sucumbiendo ante el flagelo de la drogadicción, la delincuencia, explotación sexual  y por consiguiente, engrosando  las listas de personas infractoras y/o de víctimas.   
Se cree razonable que la pena  máxima por imponer sea de tres años de prisión,  dándole de esta forma la oportunidad a las personas condenadas de aspirar, por lo menos, al beneficio de ejecución condicional de la pena, e incluso pensar en penas alternativas, cuando se trate de una persona primaria en materia de los delitos  contenidos en dicha ley, como podría serlo la prestación de servicios de utilidad pública  y/o incluso el iniciar y finalizar los estudios sea primarios y/o secundarios, para lo cual el mismo Estado le brindará los recursos,  lo que  vendría a convertirse en un beneficio mayor al que se obtendría si la pena impuesta debiera ser cumplida tras las rejas, lo que a todas luces atenta contra la familia, (artículo 51 de la Constitución Política) la sociedad  en particular y  el Estado en general, especialmente si valoramos el traslado real  de esta condena a la familia de la sentenciada.
De acuerdo con el diagnóstico del Centro Penitenciario El Buen Pastor realizado por la Defensoría de la Mujer en el año dos mil uno, las privadas de libertad son las que mayoritariamente se responsabilizan de su familia,  interiorizando la concepción de la maternidad como una característica biológica de las féminas y no como un comportamiento socialmente construido para el género femenino; el rol imprescindible que efectúan las mujeres dentro de sus familias es incuestionable y para hacerlo más evidente, basta  con ver el resultado  del estudio del encarcelamiento de una madre y de un padre. Donde  el encarcelamiento de las mujeres generalmente resulta en la desintegración familiar, aún cuando sus hijos e hijas queden bajo la custodia  de su progenitor, pues éste no llena  los espacios que deja su pareja, lo que implica que desde la cárcel ella debe de intentar  velar por su familia, tomando, mientras se pueda, algunas   decisiones difíciles  en relación con el cuido,  reubicación, comportamiento de sus  hijos e hijas, lo que a todas luces es humanamente imposible desde una prisión, generando un  caos  que se verá reflejado a futuro. 
Se considera  importante hacer un análisis de los artículos 58 y 77,  inciso b) de la Ley Sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, supra citada,  como una forma de ubicar a las personas lectoras conocedoras y/o no conocedoras  de la materia penal, para que a partir  de dicho examen, logrando entender  aspectos propios del delito, valoren la proporcionalidad de la pena por imponer  en relación con el daño ocasionado al bien jurídico tutelado. Y que a la vez que hagan sus propias reflexiones sobre la viabilidad, necesidad o no de una reforma legal que permita a las mujeres que cometen dichos ilícitos,  aplicar a medidas alternativas de las contenidas en el Código Procesal Penal y purgar su pena fuera de la cárcel y tener la posibilidad de penas alternativas  a la prisión que le permitan  surgir,  lo que implicaría en ambos casos una reforma legal.    Razonando incluso como la comisión de los otros ilícitos contenidos en dicha ley,  además de contener un mayor daño al bien jurídico tutelado, además genera ganancias incalculables para quienes los cometen; lo que no sucede con las mujeres que introducen drogas, normalmente en ínfimas cantidades, a los centros penales.  

En los otros delitos de la citada ley, el aspecto económico es de primordial importancia en la razón de su comisión, al grado que viene incluso a minar y ser desleal competencia de las economías lícitas; amenaza la estabilidad, la seguridad y la soberanía de los Estados, lo que  aunado al bien jurídico tutelado, viene a justificar las constantes reformas  a dicho cuerpo  legal,  así  como las penas tan altas contenidas en el mismo; pero, como ya se indicó no es ese el caso  de las féminas que cometen el ilícito de introducción de drogas a un centro penal.  
Se discute que producto de este peligro a la estabilidad, seguridad y soberanía  de los estados es que las penas de prisión de los delitos contenidos en la ley de psicotrópicos deben ser altas, y que además, por ello no se admite adecuación conforme al daño social causado, no existe graduación de penas, sino más bien  que se dan  mínimos  excesivamente altos, imposibilitando, como se ha señalado la aplicación de la ley de manera proporcional a la gravedad del hecho causado; y las conductas típicas de tentativa, participación, e incluso meros actos preparativos, se castigan como delitos consumados, como lo es el caso en estudio, que es clasificado  por la doctrina y la jurisprudencia como delitos de peligro abstracto, donde no se admite tentativa, sino que siempre se tendrá el delito como consumado.
Se considera que es esta gran amenaza, la que ha movido al surgimiento de un brote excesivo  de represión, que algunos consideran irracional y desproporcional;  pero debe observarse como  en un cuerpo legal, como lo es el código penal, respecto al delito de Lesiones Dolosas en sus tres modalidades, hace una gradación de las penas según el daño causado: artículo 123 lesiones gravísimas (prisión de tres a diez años), artículo 124 lesiones graves (prisión de uno a seis años)  y  artículo 125 lesiones leves (prisión de tres meses a un año); e incluso, se establece el artículo 126 una referencia a las circunstancias de agravación, donde si bien es cierto el bien jurídico protegido no es la salud pública, lo es la integridad física de los y las ciudadanas, la cual está en un plano totalmente equitativo al bien jurídico protegido por la ley de Psicotrópicos, y las penas por imponer no son tan altas, a pesar de que muchas veces pueden tener incalculables perjuicios para la parte ofendida; esto por cuanto se plantean diferentes modalidades de lesiones, con penas de prisión distintas, que oscilan desde los tres meses hasta los diez años, permitiéndole a los y las operadoras de justicia, valorar racional y proporcionalmente el verdadero daño causado al bien jurídico tutelado, lo que no sucede con la ley de comentario.
Nótese como, introducir al centro penal  una piedra de  cocaína base crack, o un cigarro de marihuana,  tendrá igual o mayor sanción  que quien trafique con toneladas de cocaína, quien venda o transporte habitualmente drogas, aspecto que se puede observar, en los siguientes artículos de la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas : Artículo 58.- Se impondrá prisión de ocho a quince años a quien, sin autorización legal, distribuya, comercie, suministre, fabrique, elabore, refine, transforme, extraiga, prepare, cultive las plantas de las plantas  de las que se obtienen tales sustancias o productos…”  

Se considera urgente una reforma legal en cuanto a los rangos de las penas a imponer por la comisión del delito de introducción de drogas a un centro penal, misma cuyo extremo máximo debería ser de tres años, posibilitando  con ello  a las personas condenadas, tanto hombres como mujeres por la comisión  de dicho ilícito, el  ser candidatas y candidatos para acceder al beneficio de la condena de ejecución condicional y/o a la  aplicación de penas alternativas a favor de la misma persona condenada, y  financiadas por el estado, lo que le daría  a las procesadas y procesados la posibilidad del óptimo ejercicio de sus derechos ciudadanos.
Se comprobó que la misma Sala Constitucional costarricense plasmó a nivel jurisprudencial, las herramientas necesarias para que los gobernantes puedan,  con voluntad política,  con justicia social, con sentido humanitario y sin  violentar el  artículo  33 de la Constitución Política  reformar artículo 77 inciso b) Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo y su reglamento, en cuanto a los extremos de la pena a imponer por la comisión del delito, en los términos ya establecidos y además a la posible aplicación de penas alternativas.  
Existe un marco legal  internacional denominado Reglas de Tokio, que constriñe a los países signatarios entre los que se encuentra Costa Rica para que se implemente la aplicación de penas alternativas en los procesos penales, lo que aunado a la reforma antes mencionada, podría aplicarse en el  caso de la comisión del delito de Introducción de Drogas a un centro penal.   
Se hace necesario  para los fines mencionados hacer referencia a la  política criminal, como ciencia que estudia la actividad que debe desarrollar el estado para los fines de prevención y la represión de los delitos, respetando siempre los derechos humanos, ajustándose a la Constitución Política, y enmarcándose dentro de los instrumentos internacionales que, sobre esta materia, han sido aprobados, donde una adecuada política criminal, deberá conducir  a que el Estado tenga normas acordes con la realidad que se vive, promoviendo reformas legislativas adecuadas a las nuevas situaciones sociales.
Debe señalarse que el principio de ultima ratio del derecho penal, como expresión del principio de necesidad estricta,  el cual  constituye un límite esencial al poder punitivo del Estado, implica que  el Derecho penal debe ser el último instrumento al que la sociedad debe recurrir para proteger determinados bienes jurídicos, siempre y cuando no haya otras formas de control menos lesivas, las cuales podrían ser "formales e informales". Ello que implica que si  se logra la misma eficacia disuasiva a través de otros medios menos gravosos, la sociedad debe inhibirse de recurrir a su instrumento más odioso; dicho en otros términos, la legitimidad del Derecho penal debe pasar por renunciar, en algunos casos, a la pena o al menos disminuirla.

No se pretende la creación de un tipo penal exclusivo para féminas, con esta propuesta se verán beneficiados  tanto los  hombres como las mujeres que cometan dicho ilícito, sin embargo con lo ya expuesto se puede visualizar que efectivamente, será la sociedad Costarricense la mayor favorecida, ya que del encierro de estas mujeres resulta la desintegración familiar generando un semillero  inigualable que será aprovechado por  la delincuencia organizada  y no organizada que pulula en cada rincón  de nuestro país,  con resultados en muchos casos irreversibles. 
Bien se conoce que  los delitos contenidos en Ley Sobre Estupefacientes Sustancias Psicotrópicas, Drogas  de uso no autorizado y actividades conexas y su reglamento ponen en peligro a la estabilidad, seguridad y soberanía  de los estados, razón por la cual las penas de prisión de estos ilícitos deben ser altas, para el caso específico  la pena por imponer sería de ocho años de prisión, lo que a todas luces es excesivo y desproporcionado, si se analiza que esa misma pena de prisión se ha impuesto a condenados por el delito de Tráfico internacional, Venta y/o Distribución de Droga, o Legitimación de Capitales; quienes con este lucrativo negocio, y a pesar de haber sido condenados, tienen su futuro y el de su familia garantizados a nivel económico, ello por las grandes ganancias  que han obtenido antes de ser descubiertos cometiendo el ilícito, lo que no sucede con las personas  y especialmente las mujeres cuyo actuar, en la mayoría de los casos, no les genera ganancia alguna; y, en los eventos en que obtienen algún tipo de remuneración, la cual generalmente es ínfima, es porque existe una fuerte necesidad económica estrechamente relacionada con la supervivencia suya y de las personas que conforman su grupo familiar, generalmente niños y niñas menores, o adultos y adultas mayores que de aquella dependen para su subsistencia. 
Además  como ya se desarrollo el ilícito de introducción de drogas a un centro penal  es un delito de peligro abstracto lo que implica que el bien jurídico tutelado no fue realmente vulnerado, y no habría razón para que esa expectativa de vulneración sea sancionada  de una  forma tan  severa.

Acuerdo: La Comisión estima que estos dos proyectos son de vital importancia para ir cerrando la brecha de género en el país. Ambos proyectos se vinculan estrechamente con la Administración de Justicia y un efectivo acceso a la justicia, mediante acciones operativas concretas; por lo que es importante apoyar ambas propuestas. En aras de lo anterior, se le encomienda a la Secretaría Técnica de Género darle seguimiento en la corriente legislativa a las dos iniciativas.

IV. Varios:

a) Seguimiento Informe de Auditoría.
La Licda. Jeannette Arias pone en conocimiento de la Comisión, que en el el informe de Auditoría No. 725-74-AEE-2010, de fecha 23 de julio denominado “Evaluación del cumplimiento de la política de equidad de género desarrollada en el Poder Judicial, respecto a la incorporación del tema en los Planes Anuales Operativos y la formación del recurso humano”, conocido en por esta Comisión en el acta No. 09-2009, se le incorporaron las observaciones realizadas por la Secretaría y otros despachos a los cuales iban dirigidas las recomendaciones iniciales; siendo que el resultado final del estudio, fue comunicado en fecha 22 de setiembre de 2010, mediante informe No 1002-99-AEE-2010 (se adjunta informe).

Reitera la Licda. que a pesar de que inicialmente el área de estudio serían todas las acciones de cumplimiento de la Política, el estudio final se refirió únicamente a un aspecto concreto de la misma, siendo el nombre del informe: Además de lo anterior, se nos explicó, que el informe final haría énfasis en acciones pendientes y correctivas, y no en los logros o productos obtenidos, ya que esa es la metodología y propósito de trabajo de la Auditoría, detectar faltas y formular recomendaciones.

El informe por lo tanto, detecta la necesidad de generar acciones adicionales para el fortalecimiento de los Comités de Género en la institución y así mismo, establece una serie de recomendaciones para la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, en cuanto a los mecanismos para la transversalización de la perspectiva de género en los diferentes cursos, de manera que ello permita a todos los despachos del Poder Judicial, desarrollar a su vez, mecanismos propios para incorporar la perspectiva de género en sus labores específicas. Por último y en el mismo tema de la capacitación, el informe señala la necesidad de que se desarrollen indicadores que permitan evaluar el impacto del proceso de capacitación en género, que se ha venido dando en el Poder Judicial.

Acuerdo: Tener por rendido el informe. Así  mismo, la  Comisión expresa la necesidad de que los informes contemplen todo el panorama de la implementación de la Política de Equidad de Género, ya que centrarse en dos áreas de acción, podrían inducir en la invisibilización de la gran cantidad de acciones importantes y logros obtenidos por parte de la Comisión de Género, la Secretaría Técnica de Género, y todos los despachos que están haciendo esfuerzos por la implementación de la Política.

b) Obstáculos Procesales para Víctimas de Delitos Sexuales.
El Magistrado Fernando Cruz Castro, se refiere al caso del delito de violación, en perjuicio de la joven María Laura Pacheco, que ha sido ampliamente abordado en los medios de comunicación, y varias veces discutido en esta Comisión. En esta oportunidad, se refiere a la decisión de la ofendida, que fue de conocimiento público, de que se terminara el proceso con una conciliación o revocatoria de la instancia, luego de que la sentencia condenatoria fue anulada por la Sala III en razón de un recurso de casación interpuesto por la Defensa de los imputados.  A raíz de lo anterior, la ofendida manifestó ante la prensa que “desistía de un nuevo juicio ya que deseaba emprender una nueva etapa en su vida y no ser más revictimizada” agregó que “tomó la decisión tras analizarla durante cinco meses, hasta que decidió desistir de la querella y la acción civil resarcitoria”. También manifestó ante la prensa lo siguiente: “El seguir en este proceso me impide tener una vida normal, una familia, me tiene la vida congelada y sobre todo lo que quiero es vivir en paz. No sé si tengo la fuerza de seguir teniendo mi felicidad colgando de un péndulo. Es la decisión más difícil que he tomado en mi vida”, relató Víquez.

Si bien es cierto hay que esperar a ver qué se decide en el proceso, por cuanto pareciera que la solicitud de la ofendida es procesalmente extemporánea ya que recluyó la etapa para ello,  es indispensable analizar las circunstancias que la llevaron a tomar la decisión referida, a saber:

1. Fue un proceso que inicio en diciembre del año 2004 y que en el 2010 ya llevaba 6 años de tramitación.

2. Hubo una exposición de la identidad de la ofendida en los medios de comunicación, como estrategia de su representante legal.

3. Se dieron importantes situaciones de revictimización desde el inicio del proceso, según fue denunciado en su momento por la ofendida.

4. Según la prensa, la víctima tuvo que declarar al menos nueve veces durante todo el proceso.

Manifiesta el Magistrado Cruz Castro, que esta situación obliga a reflexionar y efectuar una detallada valoración sobre las debilidades operativas, legislativas y procesales en el acceso a la justicia de víctimas de delitos sexuales. Es importante ver los hechos y el análisis que hizo  de la Sala III.

Acuerdo: Se le encomienda a la Licda. Eugenia Salazar y a la Licda. Jeannette Arias, estudiar el caso del delito de violación en perjuicio de la ofendida María Laura Pacheco, de manera que sea posible evidenciar los puntos débiles en dichos procesos, en aras de realizar las recomendaciones correspondientes. 

c) Avance del Proyecto de Juzgado Modelo de Pensiones del Circuito Judicial de Alajuela.
1. La Magistrada Anabelle León Feoli, refiere que el proyecto continúa su ejecución, que el apoyo del Departamento de Planificación ha sido clave, así mimso que se solicitó al Consejo Superior una plaza de Juez para atender las apelaciones orales electrónicas (procedentes del Juzgado Modelo de Pensiones) en el Juzgado de Familia del Circuito Judicial de Alajuela. 
2. Así mismo señala la Magistrada León, que aun falta la migración de la parte escrita a la oral, lo cual podría tardar unos seis meses a partir del momento en que se cuente con el equipo tecnológico necesario para ello. 
3. Se está estudiando la posibilidad de replicar el modelo, en el II Circuito Judicial de San José.
4. Se está impulsando una aplicación paralela de consulta en el sistema ECU (Expediente Criminal Único), para conocer las personas contra las cuales se ha girado una orden de apremio corporal en materia de pensiones alimentarias. El objetivo de esto es que cuando se realice una consulta sobre una persona detenida en materia penal, también se hará la consulta respectiva en materia de pensiones.

Acuerdo: Se toma nota del avance presentado por la Magistrada León Feoli y así mismo, nuevamente, la Comisión hace reconocimiento expreso del éxito que ha tenido el proyecto en razón del seguimiento y compromiso que ha evidenciado en el diseño e implementación de todas sus etapas. 
d)  Plataforma de Integrada de Servicios a Víctimas  (PISAV).
La Magistrada Zarela Villanueva hace del conocimiento de la Comisión, que dentro de la Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, se está desarrollando el diseño y posterior ejecución del proyecto denominado “Plataforma Integrada de Servicios a Víctimas”, (se adjunta panfleto sobre el PISAV). Este proyecto tiene como objetivo implementar  una  plataforma de servicios múltiples con la cual se pretende minimizar el impacto emocional, personal y de su entorno  que sufre la persona víctima de un delito, proporcionándole, en un mismo lugar,  todos los servicios necesarios.
Consistirá, por lo tanto en   una “plataforma única”  donde  las personas víctimas del delito  pueden acceder a servicios,  muchos de ellos no  relacionados con  la justicia, proveídos por diferentes Instituciones y que a su vez tengan una  relación directa o indirecta con el hecho suscitado. De esta forma la persona no debe desplazarse a  diferentes lugares para resolver su situación sino que en un mismo sitio encontrará todos aquellos servicios que requiere. Pretende ser una una respuesta estatal única.
Con la implementación de este proyecto, las instituciones del Estado que se integren a la plataforma de servicios compartirán un mismo espacio físico y actuarán por medio de convenios interinstitucionales firmados con el Poder Judicial. Por lo tanto, la  víctima, en lugar de tener que ir a varias instituciones para su asistencia, puede tramitar en un solo lugar todos sus requerimientos, desde  la interposición de la denuncia, la reposición de documentos, recibir atención  psicológica o social, gestionar ayuda económica en casos calificados necesarios, sistema de protección, en fin, todos los servicios que requiere una persona víctima de un hecho delictivo o de violencia doméstica sin que el costo presupuestario de la integración tenga que correr por parte del Poder Judicial, el cual sólo brinda el espacio físico adecuado para su funcionamiento.
Concluye la Magistrada Villanueva informando que el proyecto será presentado en el mes de noviembre mediante video conferencia desde Costa Rica, a la sede del Taller Preparatorio de Cumbre, que se celebrará en Asunción, Paraguay. Se busca por lo tanto, impulsar de manera paralela un esfuerzo a nivel internacional y también un proyecto a nivel nacional. 

Acuerdo: La Comisión acuerda apoyar en todo lo que sea posible, el proyecto PISAV, presentado por la Magistrada Zarela Villanueva Monge, y considera que será de gran importancia en la disminución de la revictimización durante el proceso, que sufren las víctimas de delitos, especialmente aquellas que deben accionar procesos en diferentes materias, a raíz de la particularidad del hecho, como es el caso de los delitos generados en el ámbito de la violencia intrafamiliar. Además se acuerda solicitarle a la Licda. Jeannette Arias, asumir el acompañamiento de este proyecto desde la Secretaría Técnica de Género y coordinar todas las acciones necesarias, particularmente con la Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos, del Ministerio Público, el Departamento de Planificación y todas las demás áreas del Poder Judicial necesarias para el éxito de este proyecto. Igualmente, se le encarga a la Licda. Arias, que una vez formulados los objetivos generales y específicos del proyecto, los ponga en conocimiento de las Comisiones que por razón de la materia apoyar el proyecto.
e) Búsqueda de financiamiento de cooperación internacional para proyectos de interés.
La Magistrada Zarela Villanueva señala la importancia de que la Secretaría Técnica de Género continúe esfuerzos en la búsqueda de posible financiamiento de cooperación internacional, para los siguientes proyectos de interés institucional:
1. Observatorio de Justicia, con un componente transversal de género

2. Plataforma Integrada de Servicios a Víctimas (PISAV)

3. Programa de protección a víctimas por parte de la policía, específicamente ver la posibilidad de un intercambio de experiencias con la policía de España

4. Presupuestos con Perspectiva de Género

Acuerdo: Se le encomienda a la Licda. Jeannette Arias continuar con acciones de seguimiento para la obtención de cooperación internacional que coadyuven a la implementación de los anteriores proyectos. 

Se cierra la sesión al ser  las 12:00 horas.
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